CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR – 50/2012
MODALIDAD.-   DE  EQUIDAD
DEMANDANTE.-  D. XXXXX
DEMANDADA.-  COOPERATIVA XXXXX
LAUDO 2 / 2014
En Ciudad Real, a catorce de abril de dos mil catorce.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones XXXX en la localidad de XXX, XXX, provisto con D.N.I. nº XXX, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR - 50/2012, en virtud de Resolución de de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha de fecha 31 de enero de 2014, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en equidad las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE D. XXXXX, ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE EX SOCIO ANTE LA ENTIDAD XXXXX
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº 05.901757-A, que actúa en el presente procedimiento en su propio nombre y representación, estando legitimado activamente en este procedimiento en su calidad de ex socio de la   cooperativa de transportes XXXXX, cuya calificación se hace en los términos previstos en el artículo 129.2 de la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha, en sus dos escritos iniciales, ambos de fecha 12 de abril de 2012, en los que de una parte interponía   IMPUGNACIÓN DE SANCIÓN por la presunta comisión de una falta muy grave, impuesta por la Cooperativa, y de otro, se ejercitaba contra la entidad una   RECLAMACIÓN DE CANTIDAD  por valor de MIL CIENTO TREINTA Y SÉIS EUROS CON VEINTIDÓS CÉNTIMOS DE EUROS (1.136,22 €) – en el último caso por escrito de subsanación de fecha de registro 19 de septiembre de 2013 -, solicitando en ambos casos su resolución bajo un arbitraje en la modalidad de equidad, que dieron lugar al presente expediente arbitral, en el que se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
A) Impugnación de sanción por falta muy grave

PRIMERO.-     Que al demandante se le había notificado en fecha 14 de febrero de 2012 la imposición por la Cooperativa de una sanción por un importe de TRESCIENTOS EUROS (300,00 €), en base a la presunta comisión de una falta calificada como muy grave, en concreto alegando los siguientes hechos: “negarse a efectuar un viaje de XXX a XXX el día 27 de enero de 2012 para descargarlo al día siguiente, encontrándose usted disponible con el vehículo de su propiedad…”.
SEGUNDO.- El demandante señala que en ningún momento se negó a realizar  dicho viaje y alega que esa sanción es NULA de pleno derecho en los siguientes argumentos: 1) que no está calificada esta conducta como falta muy grave de las recogidas en el artículo 15 de los Estatutos de XXXXX; 2) que según el artículo 17 de la norma social, en los supuestos de faltas graves y muy graves, deberá tramitarse expediente sancionador en el que consten las alegaciones del socio, y no haberse seguido dicho procedimiento según el socio, por lo que concurriría la nulidad del expediente sancionador.

TERCERO.-   Que se tramitó inicialmente esta sanción como si fuera una sanción en el orden jurisdiccional laboral, por lo que se celebró acto de conciliación ante el SMAC en fecha 11 de abril de 2011, con el resultado de no avenencia entre las partes.
B) Reclamación de cantidad
CUARTO.-  Señala el ex socio demandante que, siguiendo instrucciones de la Cooperativa, realizó durante los días 18 y 19 de julio de 2011 los viajes de transporte correspondientes a los trayectos XXX-XXX y XXX-XXX respectivamente, que supusieron un importe de  MIL CIENTO TREINTA YSEIS EUROS CON VEINTIDÓS CÉNTIMOS (1.136,22 €), preliquidados por el actor en fecha 03 de agosto de 2011.

QUINTO.-  Que inicialmente en fecha 20 de julio de 2011 realizó Acta de Notificación y requerimiento judicial por el ex socio frente a la Cooperativa respecto a esta cantidad, reclamación que reiteró ante aquélla por burofax de fecha 09 de febrero de 2012, sin que en ninguno de los casos se hubiera saldado la deuda a la fecha del escrito de arbitraje.
SEXTO.-    El demandante como conclusión de sus escritos de inicio, solicitó de este Árbitro: 1) que declarara la nulidad de pleno derecho de la sanción impuesta al ex socio por XXX; 2) que se declarara la obligación de la Cooperativa al abono de la cantidad reclamada al actor.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por otra parte, la  Cooperativa de transportes XXXXX, con domicilio social en la localidad de XX – XXX, provincia de XXX, en XXXX, número X, provista de C.I.F. nº XXXX, se contestó por parte de su Presidente D. XXXXX, con DNI nº XXXX, ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 25 de junio de 2012, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Alegó la demandada de forma conjunta en un único escrito a los diferentes asuntos planteados por el ex socio demandante en sus escritos de solicitud, fijando así el objeto del presente procedimiento arbitral.

Así señaló primeramente su negativa en general frente a las manifestaciones vertidas por el solicitante, pasando a señalar que “ese mismo asunto” ya había sido objeto de “mediación” en el SMAC de Ciudad Real bajo el expediente 1292/2012, aunque a diferencia de lo afirmado por el demandante, el acta de conciliación sin avenencia de fecha 11 de abril de 2012 aportada se refiere únicamente a una RECLAMACIÓN DE CANTIDAD y no a la sanción tal como se aducía.
SEGUNDO.- La Cooperativa considera que el escrito de solicitud del demandante no se ajusta en modo alguno a los requisitos previstos en el artículo 17 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, por cuanto ni se había propuesto árbitros, ni se habían adjuntado documentos, ni tampoco se habían propuesto medios de prueba, aspectos todos que conducirían al quebrantamiento del derecho de defensa de la demandada.

TERCERO.-   Impugna de contrario la representación de XXXXX que en esta solicitud de arbitraje no se ha fijado un objeto unívoco de reclamación al tratarse de dos escritos distintos con solicitudes diferenciadas con motivos sin conexión alguna, que sólo buscaría en ambos supuestos eludir su resolución en vía jurisdiccional, mucho más lenta en su desarrollo que la arbitral.
CUARTO.-    Como conclusión a su escrito de contestación, solicitó la Cooperativa demandada que la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación inadmitiera el escrito de solicitud por incurrir en defectos que deberían conducir al archivo del expediente de arbitraje, sin perjuicio de que pudiera instar el demandante nuevo escrito de solicitud arbitral, cumpliendo entonces los requisitos que la normativa específica establece.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 18 de febrero de 2014, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Ciudad Real, sitos en la Carretera de Fuensanta, s/n, de la ciudad de Ciudad Real, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.
Tuvo lugar dicho acto con la presencia del solicitante del procedimiento             DON XXXX, con la asistencia letrada de D. XXXX, colegiado nº XXX del ICA de Ciudad Real, cuyo apoderamiento se realizó apud acta ante este Árbitro; así como de la parte demandada Cooperativa de transportes XXXXX,  actuando en calidad de su representante ante este procedimiento, debidamente apoderada por la entidad la letrada del ICA de Ciudad Real, Doña XXXXX, con DNI nº XXX, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad, Don XXXXX, provisto de DNI nº XXXX, ante el Juzgado Decano de los Puertollano, en fecha 19 de febrero de 2014.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Con carácter previo y antes de entrar en el fondo, se plantearon como cuestiones previas por la Cooperativa la reiteración en la solicitud de archivo del expediente arbitral  por las deficiencias observadas en el escrito de solicitud, junto con otras nuevas que propone en este acto.
Así señala en primer lugar que el socio causó baja en la Cooperativa XXXXX en fecha 16 de junio de 2012, por lo que respecto de la reclamación de cantidad carece de legitimación, máxime cuando habiendo solicitado una conciliación previa al orden jurisdiccional social no existe un acuerdo posterior de sumisión arbitral, así invocó el artículo 16.1 c) del Reglamento: “C) Cuando intentada la conciliación o la mediación, esta hubiese finalizado sin avenencia y las partes decidan, de mutuo acuerdo, el sometimiento de la cuestión a arbitraje.”; que unido al incumplimiento por el demandante de los requisitos del artículo 17.1 del Reglamento, tanto en su forma como en la falta de solicitud concreta de un arbitraje de equidad y el tiempo transcurrido para la subsanación de los defectos del escrito de solicitud conllevaría la inicial inadmisión de la solicitud de arbitraje e inmediato archivo.
La Cooperativa, de contrario a lo solicitado, adujo que ya se le había reconocido al ex socio el derecho de cobro de la cantidad de 1.126,99 euros más los intereses legales correspondientes a esa cantidad en la liquidación efectuada a efectos del reembolso de aportaciones obligatorias por la baja de demandante, girada por XXXXX en fecha 18 de enero de 2013, por lo que de aceptar esta reclamación de cantidad estaríamos ante un enriquecimiento injusto para el ex socio.
Con relación a la sanción que se impugnaba, la representación de la Cooperativa establece que esa cantidad no se le había retenido – ni en su momento ni en la liquidación efectuada - ni tampoco percibido al ex socio, que en cualquier caso si se había tramitado el oportuno expediente para imponer la sanción, y para finalizar, que el socio no había iniciado la vía interna de reclamación ante la Asamblea General, por lo que dicha acción de impugnación estaría caducada.
A lo expuesto, la representación del ex socio señaló que en ningún caso el error en la presentación previa en la jurisdicción social invalidaría el acceso a esta vía arbitral y que los presuntos defectos alegados pueden ser objeto de subsanación al amparo del apartado 3º del artículo 17 del Reglamento: “Si la solicitud adolece de algún defecto, el Secretario de la Comisión requerirá al solicitante para que, en un plazo de cinco días, proceda a la subsanación de la misma. De no hacerlo, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución dictada al efecto por la Comisión.”
Con relación a la sanción se ratificó en que la misma si se había percibido efectivamente por la Cooperativa y que no se había tramitado expediente alguno para su imposición.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, aportando en dicho momento al procedimiento copia de la notificación de sanción por parte del Consejo Rector de fecha 08 de febrero de 2012, por la cantidad de 300 euros en base a la comisión de una falta muy grave, dándole plazo de una semana para su abono o, en su caso, descuento en la liquidación en el primer viaje que realizara el ex socio.
De contrario, la representación de la cooperativa XXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa y aportó nueva prueba documental, consistente en:

· Notificación de la liquidación para el reembolso de participaciones sociales cooperativas al demandante con  motivo de la baja en la sociedad en el mes de junio de 2012, habiéndose emitido dicha notificación el día 18 de enero de 2013, con el acuse de recibo de fecha 28 de enero de 2013.
Habiéndose admitido por este Árbitro la totalidad de medios de prueba solicitados por las partes, se dio entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.
A efectos de diligencias finales, y con el fin de ilustrar al Árbitro sobre distintos hechos alegados en la vista. Ante la contradicción existente sobre la tramitación del procedimiento sancionador y sobre el efectivo cobro y/o retención de de la sanción impuesta, se requirió del ex socio demandante y de la Cooperativa que se remitiera a este órgano la documentación que constara a las partes sobre este asunto, habiendo sido objeto de traslado de dicha documentación respectivamente en fecha 25 de febrero de 2014 por parte del socio y en fecha 03 de marzo de 2014 por la Cooperativa
A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en sus dos escritos iniciales de fecha 12 de abril de 2012, con subsanación posterior en fecha de entrada de Registro de 19 de septiembre de 2013, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado, aunque solicitó la inicial inadmisión y el archivo del expediente.

La elección de la modalidad en equidad se justifica en que la modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para fijar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral considera necesario señalar los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.

Desde la perspectiva constitucional se fija entre otras resoluciones por el Tribunal Constitucional, en su Sentencia de la Sala 2ª de 16 de marzo de 1988, en el que señala que “la  función que cumple el arbitraje de equidad es la de constituir una vía de solución de conflictos mediante la decisión de terceros a los que se otorga un amplio margen de ponderación de las circunstancias de las actitudes según su leal saber y entender, flexibilidad ésta de ponderación que separa el juicio de equidad del basado en Derecho estricto y que lleva a concebir el objeto de la controversia como un todo orgánico”; de manera que los árbitros tienen la posibilidad de ponderar, calibrar, graduar y atemperar la solución que estimen procedente, buscando así soluciones intermedias entre las posiciones máximas de las partes. 


Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que se recogen en el artículo 4 del Reglamento y en el artículo 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de la Sala de lo Civil se define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009, haciendo remisión expresa entre otras a la STS de 30 de mayo de 1987 y las SSTS de 8 y 20 de noviembre de 1985 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.

 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón de 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente las SSAP Madrid de 30 de junio de 2010 y 30 de septiembre de 2010 -, que definen el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales o autonómicas, como sucede en el presente caso.

CUARTO.-  Sobre la excepción de inadmisibilidad del arbitraje y la caducidad de la acción.
Este Árbitro tras examinar los iniciales escritos de demanda y contestación, así como las alegaciones aportadas por las partes debe emitir las siguientes conclusiones. 

Con carácter previo a entrar en conocimiento de la cuestión debatida, se le exige examinar la excepción alegada por la cooperativa, que sólo detalla su oposición ante la existencia de defectos e incumplimientos del escrito de solicitud, de los previstos en el artículo 17 del Reglamentos, así como la celebración de conciliación previa en el orden social, sin que haya entrado en el fondo de las alegaciones del demandante. Este Árbitro debe rechazar la misma en base a los siguientes argumentos:

a) Si bien, tal como alega la sociedad XXXX, el escrito inicial de solicitud de arbitraje es técnicamente confuso y carece en ocasiones de un mínimo esfuerzo en la argumentación respecto de su afirmaciones, concurriendo la ausencia de un soporte probatorio determinante respecto a sus conclusiones; por otra parte la Cooperativa demandada tampoco aporta en sus escritos argumentos o material probatorio que de contrario desmienta o refute de forma absoluta o indubitada a aquéllas en su fondo, dado que su oposición sólo se construye en la cuestión previa que se formula y ante la que nos encontramos, no pudiendo con ella excluirse al Árbitro de un examen conjunto del conjunto de pedimentos y pruebas incorporadas en el procedimiento, al efecto de dictar el oportuno Laudo.
b) Frente a lo alegado por la Cooperativa, los arbitrajes son conceptualmente un medio extrajudicial de resolución de conflictos, por lo que al tratarse de órganos no jurisdiccionales le son de aplicación lo recogido en su propia norma legal que los crea y regula, siendo procedimientos por esencia anti formalistas.
c) El conocimiento de esta cuestión por los órganos del Consejo Regional se justifica primeramente en base al párrafo segundo del artículo 54.7 de la Ley de Cooperativas regional:
“Siempre que se observaren las distintas formalidades exigidas para poder acudir al arbitraje cooperativo, también podrá utilizarse como un alternativo mecanismo extrajudicial de resolución de conflictos en el caso de impugnación de los acuerdos sociales.”;
y a lo dispuesto en el artículo 2.1, letra c) del Reglamento, que señala: 
“Podrán ser objeto de los procedimientos de arbitraje, conciliación y mediación las cuestiones litigiosas derivadas de la actividad cooperativa o asociativa, sobre materias de libre disposición conforme a derecho y que se planteen: (….)  c) Entre socios y la sociedad cooperativa a la que pertenezcan.”
No podemos dejar de destacar que al tratarse de una cooperativa de trabajo asociado, del sector transporte, le es de aplicación a esta relación de trabajo por aplicación supletoria la Ley 27/1999, estatal de cooperativas, según se establece en la disposición final Primera de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.

El artículo 80.1 de la norma de ámbito estatal Ley 27/1999 de Cooperativas, señala que “Son cooperativas de trabajo asociado las que tienen por objeto proporcionar a sus socios puestos de trabajo, mediante su esfuerzo personal y directo. La relación de los socios trabajadores con la cooperativa es societaria”.
Por ello, de la lectura del invocado por la Cooperativa artículo 17.1 del Reglamento se observa que por el ex socio se solicita - aunque incorrectamente - la celebración de un procedimiento extrajudicial, en base a los siguientes hechos: 1) por dirigirse expresamente ante el Consejo Regional de Economía Social en el encabezamiento de su escrito, siendo como se trata de un socio de una cooperativa; 2) a la alegación expresa como aplicable del Decreto 72/2006, de 30 de mayo. 
La propia demandada en su escrito de contestación solicita de la Comisión que inadmita la solicitud de arbitraje, pero no por una pretendida incompetencia para conocer del asunto, sino por defectos de forma respecto de la norma reguladora de esta clase de procedimientos, y que por tanto le reconoce su competencia como el órgano a resolver.
Otros defectos señalados por la Cooperativa, como la no designación de árbitros o que no se hayan propuesto pruebas no son determinantes para su no admisión, dado que son potestativos de las partes en el procedimiento y, como consecuencia, no consubstanciales al mismo.

Para finalizar, respecto a los defectos que se alegan por la Cooperativa, el único órgano competente para efectuar un requerimiento de subsanación y, en su caso, la calificación como adecuada o no a la norma de la solicitud, es la propia Comisión de arbitraje, conciliación y mediación del Consejo Regional, por lo que de considerarse subsanados por ésta los defectos observados, el procedimiento debe continuar hasta su resolución final, bien por las partes motu proprio o por el órgano arbitral.
QUINTO.-  Sobre la reclamación de cantidad del ex socio
De los medios de prueba aportados, en concreto el acuerdo de liquidación de aportaciones sociales del demandante, adoptado por el Consejo Rector de XXXX en fecha 18 de enero de 2013, en su página segunda reconoce al ex socio D. XXXX los siguientes créditos, entre otras partidas, frente a la Cooperativa:
“3) Asimismo, la Soc. Cooperativa XXXX le debe al Sr. XXXX un pagaré por importe de 1.126,99 €, desde el día 20/7/2011.

4) Intereses generados por la falta de pago de dicho pagaré (calculados hasta el día 14/01/2013):
2011 interés del 4%  165 días=  20,38 euros
2012 interés del 4%  366 días=  45,08 euros

2013 interés del 4%    14 días=    1,73 euros

SUBTOTAL 

   67,19 €”

Ante ese reconocimiento de deuda, sin perjuicio del que el saldo final de la referida liquidación es de 5.473,51 € a favor de la Cooperativa frente al ex socio, y al hecho de que la misma no puede ser objeto del presente procedimiento arbitral, queda acreditado el abono de dicha cantidad reclamada, incluyendo también los intereses legales generados desde su impago, por lo que debe desestimarse la reclamación de cantidad planteada por el demandante ante el reconocimiento y satisfacción de su crédito, aunque se haya producido vía compensación de deudas.
SEXTO.-  Sobre la sanción impuesta por infracción grave
Como punto de inicio debe examinarse si la sanción se hizo efectiva o quedó pendiente de cobro. De la documentación aportada por el socio, es fácilmente comprobable que en la liquidación de los viajes realizados por el demandante los días 16 y 17 de febrero de 2012, que se lleva a cabo con fecha 20 de febrero de 2012, se produce la retención de la sanción de 300 euros ya referida, bajo el concepto “Sanción viaje XXXX”, por lo que queda acreditado su efectivo abono por el demandante.
Una vez aclarado este punto, debe ser labor de este procedimiento verificar la adecuación de esa sanción en cuanto al procedimiento y conformidad a lo establecido en las normas legales y estatutarias de la Cooperativa.
La misma Ley 11/2010, en su artículo 38, letra a), señala que la facultad sancionadora es competencia indelegable del órgano de administración, en este caso el Consejo Rector, reservando a la Asamblea General (o al Comité de Recursos de existir dicho órgano) en la letra c) del mismo precepto únicamente el conocimiento y resolución de la impugnación de los acuerdos de sanción, sin perjuicio de su posterior recurso en vía jurisdiccional o cuasi jurisdiccional como sucede en el presente procedimiento arbitral.
Atribución competencial que se ratifica en el vigente artículo 17 de los Estatutos Sociales, que expresa respecto de la facultad de sancionar que es competencia indelegable del Consejo Rector, exigiéndose para ello, tanto para faltas leves, graves o muy graves, expediente instruido al efecto y con la audiencia al interesado.
Por lo expuesto, lo relevante y objeto del presente arbitraje es la resolución del Consejo Rector de fecha 08 de febrero de 2012, por la que se impuso una sanción pecuniaria de TRESCIENTOS EUROS (300,00 €) al demandante, debiendo valorarse detalladamente si se llevado a cabo la previa tramitación del referido expediente, con las garantías que le son inherentes.
Para salvaguardar el principio de presunción de inocencia en la imposición de de sanciones societarias es preceptiva la tramitación de un expediente contradictorio cuando se imputen infracciones calificadas como graves o muy graves, tal como establecía el artículo 32.3 letra b) de la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre y en el artículo 38 b) de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha – aunque también extensible a las leves, como en el presente caso - pero el Tribunal Constitucional faculta un control judicial, arbitral en el presente procedimiento, que debe limitarse a determinar si se han respetado todas las reglas de competencia y forma en el expediente sancionador y si existe o no base razonable para el acuerdo sancionador.
Otras sentencias de la denominada jurisprudencia menor delimitan aún más la labor de control a posteriori del poder disciplinario dentro de la persona jurídica, como la SAP Zaragoza de 4 de noviembre de 2011, al establecer que “el control judicial se produce cuando la dirección de la persona jurídica se aparta de su propia normativa o contraviene normas imperativas del ordenamiento jurídico o bien atenta a principios o derechos constitucionales…”
Todo ello, y siguiendo la misma línea argumental, obliga a este órgano arbitral a hacer un examen del respeto a las garantías constitucionales y legales que se deben amparar dentro de cualquier procedimiento sancionador - que se asimilan a las previstas para los procedimientos penales - cuando se dirige contra un socio, y que cuyo incumplimiento o infracción nunca pueden ser defendibles o convalidados en base a un alegado poder de autoorganización que la persona jurídica ostenta o que se apruebe o ratifique la resolución por la mayoría, o incluso cuando esta se dé con la unanimidad de sus miembros, en cualquiera de los distintos órganos sociales de una cooperativa, porque estaríamos en este caso ante la subversión del contenido del segundo principio cooperativo cuyo contenido es la Gestión democrática por parte de los socios. Este principio es uno de los más consubstanciales a la propia esencia de una sociedad cooperativa, pero no puede dar carta de naturaleza o validez jurídica alguna a posibles conductas arbitrarias de cualquier entidad cooperativa o de sus órganos sociales, contra si o contra sus socios o terceros.

Debemos ceñirnos entonces a que se respeten los principios constitucionales como el derecho a la tutela judicial efectiva en su artículo 24.1 CE, que es obligado poner en relación con el principio acusatorio, que si bien no aparece recogido de forma expresa en la Carta Magna; sin embargo, se encuentra íntimamente ligado con otros derechos fundamentales de forma genérica, y de forma específica, con el derecho de todo acusado a ser informado de forma detallada del motivo de la acusación, es decir, de los hechos materiales por los que se le acusa y sobre los que se basa la acusación y versa el juicio contradictorio en la vista oral, así como de la calificación jurídica atribuida a esos hechos, para poder hacer valer por el socio el principio de contradicción frente a los hechos que se le imputan.

La lectura del acta del Consejo Rector, de fecha 01 de febrero de 2012 (aportada por la Cooperativa), por la que se acuerda la imposición de una sanción de 300 euros al demandante nos conduce a varias conclusiones:
a) Que no ha existido expediente sancionador alguno, por cuanto no consta ni tan siquiera el nombramiento de un instructor o la concesión de trámite de audiencia al socio, siendo como se afirma una infracción muy grave.
b) Que dicha sanción se resolvió casi de forma inmediata, sin garantía alguna para el sancionado, en infracción del artículo 38, letra b) de la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha.
c) Que la aplicación de la sanción sobre los hechos presuntamente cometidos carece de fundamento normativo alguno, pues el artículo 15.1. b) de los Estatutos Sociales califica como infracción muy grave:
“b) El negarse a efectuar un servicio ordenado debidamente por el Consejo Rector, sin causa justificada, tres veces en el transcurso de dos años.”; 
frente al artículo 15.2, letra c) también de los Estatutos, que al calificar las infracciones graves, señala: 
“c) El negarse a efectuar un servicio de la Cooperativa debidamente ordenado por el Consejo Rector sin causa que lo justifique.”.
Si estamos ante el incumplimiento de un viaje, pues no se alega por la Cooperativa la existencia de otras “desobediencias” distintas, por cuanto en la notificación de la sanción - de fecha 08 de febrero de 2012 - sólo se cita el incumplimiento de un único viaje el día 27 de enero de 2012, debe llevarnos a calificar la presunta conducta realizada como una infracción grave, que de acuerdo al artículo 16.1.b) de los Estatutos, se sancionaría por un importe que va de 90,16 euros hasta un máximo de 150,25 euros y no como una muy grave, que supondría una sanción que va desde los 150,26 euros hasta los 300,00 euros impuestos al ex socio.

Como conclusión de lo expuesto sólo cabe decretar la NULIDAD de la sanción por un importe de TRESCIENTOS EUROS (300,00 €) impuesta por la entidad XXX al socio demandante, al amparo del artículo 54.2 de la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha: “Serán nulos los acuerdos contrarios a la Ley.”; por remisión expresa que para los actos del Consejo Rector se fija en el artículo 68.1 de la norma autonómica.
SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral
En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en equidad, el siguiente
LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación íntegra de la demanda de arbitraje en cuanto a la impugnación de sanción disciplinaria, interpuesta por don XXXX frente a la entidad cooperativa XXXXX, decretando así la NULIDAD del acuerdo del Consejo Rector de fecha uno de febrero de dos mil doce, por el que se impuso al socio demandante una sanción pecuniaria de TRESCIENTOS EUROS (300,00 €), dejando sin efecto únicamente el Hecho Segundo de aquel, y manteniendo la plena validez del resto de acuerdos adoptados en materias distintas al objeto del procedimiento.
Habiendo causado baja el socio demandante de la entidad, deberá reconocérsele en la liquidación de aportaciones societarias, de fecha 18 de enero de 2013, un crédito de la Cooperativa a favor de don XXXX por valor de 300 euros, más los intereses legales que se hayan devengado desde la fecha de su efectiva retención, el 20 de febrero de 2012, hasta la notificación del acuerdo de liquidación y reembolso en la ya citada fecha de enero de 2013.
Finalmente, se acuerda declarar por este órgano arbitral  la desestimación íntegra de la reclamación de cantidad interpuesta, por carecer de objeto la reclamación, al haberse reconocido a favor del demandante el crédito solicitado en el acuerdo de liquidación y reembolso ya referido en el párrafo anterior.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Ciudad Real, a catorce de abril de dos mil catorce.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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